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Expediente 66001-31-03-002-2016-00028-02
Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte actora interpuso contra los autos del 24 de febrero y el 11 de marzo, ambos del presente año, proferidos por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en el proceso verbal de responsabilidad civil médica que iniciaron Jhony Alejandro Giraldo Martínez y otros frente a la Clínica Santa Clara Ltda. y otros. 
ANTECEDENTES

En el primer auto, el Juzgado inadmitió el libelo por que halló varias falencias y concedió el término de cinco días para subsanarla; ese proveído se notificó por estado el 25 de febrero del presente año. Enseguida se hizo constar que corrió ese lapso en silencio, lo cual propició que se profiriera el auto del 11 de marzo siguiente, en el que se rechazó la demanda. 

Contra ese último auto se interpuso recurso de apelación que se sustentó en que los proveídos relacionados no gozaron de publicidad suficiente, dado que en el sistema de información de gestión (Justicia Siglo XXI) no se indicó la fecha del estado, ni las fechas de inicio y culminación del término, lo cual desconoce el contenido del Acuerdo 1591 de 2002 emitido por la entonces Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Para apoyar su tesis trajo a colación una serie de providencias del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional. 

  



CONSIDERACIONES

Debe resolver la Sala en este caso concreto, si el juzgado infringió las reglas de publicidad de sus decisiones en la medida en que la información que suministró de los autos cuestionados fue, al parecer de la recurrente, incompleta, o si, por el contrario, tales providencias fueron notificadas en debida forma. 

Para dilucidar la cuestión, es menester aludir a dos situaciones que conducen, ambas, a la confirmación del auto protestado, o mejor, de los autos protestados. Se habla en plural, porque el artículo 90 del Código General del Proceso, perentoriamente señala que los recursos que se propongan contra el auto que rechace la demanda, comprenderán el que la inadmitió, con lo cual se concluye que el recurso de apelación abarca ambas decisiones. 
Pues bien, el primer plano que se analiza tiene que ver con el hecho de que la misma memorialista reconoce que el Juzgado sí insertó en el sistema la información relacionada con el auto del 24 de febrero, que se notificó por estado el 25 de ese mes. Y en efecto, así fue; el mismo pantallazo que aporta, enseña que se consignó en esa fecha, que la demanda había sido inadmitida y se concedían 5 días para subsanarla. 

De manera que no se comprende a qué viene la protesta, si, enterada por ese medio, pero también por el modo oficial de notificación que es el estado (f. 73 v.), era su deber hacerle el seguimiento pertinente al expediente para subsanar, si es que era pertinente, los defectos que el despacho judicial le halló a su libelo. 

Ahora, que no se incluyeran las fechas de inicio y finalización del término, no indica que no se hubiera efectuado cabalmente la publicación, porque si se concluyera que tal medio electrónico en la actualidad sustituye la notificación por estado, que no es así, según se podrá analizar más adelante; pero si así se aceptara, bastaría acudir al contenido del artículo 295 del CGP, para revisar qué debe contener ese tipo de notificación que no es otra cosa que: la clase de proceso, el nombre de las partes, la fecha de la providencia, la fecha del estado y la firma del secretario; es decir, que la norma no exige datos adicionales como los que echa de menos la impugnante y para el caso, los que la norma impone, se cumplen, de acuerdo con el mismo registro. 

Adicionalmente, el segundo aspecto tiene que ver con que es cierto que en el avanzado mundo de las tecnologías lo que se quiere es que se facilite la comunicación entre el juez y las partes y se minimice el seguimiento físico al expediente. Por ello, en los acuerdos que se mencionan en el recurso se dieron los primeros avances en la materia. Pero el cometido total solo se alcanzará cuando, a la luz del Código General, los jueces de la especialidad civil tengan implementado lo que se denominará el plan de justicia digital, que conducirá al expediente virtual, y a su vez, a la comunicación en línea. Ese es uno de los grandes retos del Consejo Superior de la Judicatura que, no solo debe implementarlo, sino reglamentar su utilización, según se desprende del contenido del artículo 103 del estatuto procesal, incluso por despachos judiciales o zonas geográficas del país, lo que aún no ha ocurrido. 

Se sigue contando con el sistema de información judicial Siglo XXI que tiene una finalidad específica, que es la de darle publicidad a las actuaciones de los jueces, pero que no sustituye las formas ordinarias de notificación; esto se traduce en que las partes no pueden escudarse en la falta de inserción de un determinado dato en el sistema de gestión para incumplir sus cargas en el proceso. El abogado, entonces, debe estar atento al desarrollo del mismo, aparezca o no determinada información. Otra cosa es que la que se consigne en el sistema sea errada, porque allí sí se estaría vulnerando la confianza legítima del litigante. 

En precedentes, tanto vertical como horizontal, dentro de la especialidad civil, se tiene decantada esa circunstancia. La Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil y en sede constitucional, en su pronunciamiento más reciente
 sobre el particular enseña que: 
“3. Al margen de lo anterior, las irregularidades a que hace referencia el peticionario en el trámite de notificación de los proveídos del 15 de diciembre de 2014, y 26 de enero de 2015, no constituye razón suficiente para acceder a la protección deprecada, toda vez que aquéllos proveídos se notificaron en la forma establecida en la legislación procesal que gobierna el asunto, esto es, por medio de anotación en estado fijada los días 18 de diciembre de 2014 y 28 de enero del año pasado, respectivamente, tal y como lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil-vigente para esa época-, sin que pueda aceptarse que las publicaciones que de los procesos se realizan en listas, libros radicadores o bases de datos magnéticas, de modo alguno suplan las formas de enteramiento legal, toda vez que éstas únicamente constituyen una herramienta de información.

 


De ahí, que aunque aduzca la parte actora que consultó la información en la página web de la rama judicial y que en ella no se registró la providencia antedicha, esa circunstancia no genera la vía de hecho alegada, toda vez que en el expediente existe constancia de haberse surtido en debida forma la notificación por estado, lo cual permite concluir que el Juzgado accionado no incurrió en yerro alguno en dicha actuación procesal.
Y es que, así dicha dependencia judicial haya omitido realizar oportunamente la actuación en la base de datos de la página institucional, ello no tiene el alcance de quebrantar las garantías reclamadas. De tal forma lo ha reiterado la Corte en casos similares en los que ha expresado:
(…) no es de recibo argüir a la confianza que depositó en el sistema de gestión de procesos, toda vez que éste no es más que un instrumento de información que no exonera a los sujetos procesales de examinar físicamente el expediente en el que tienen interés, al punto, es preciso recordar que esta Sala en múltiples ocasiones ha dicho que ‘el sistema de gestión constituye una herramienta que facilita a la administración de justicia el cumplimiento efectivo de sus cometidos, en particular, otorgar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que permite a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia. Sin embargo, la información que se da conocer en los computadores de los juzgados son ‘meros actos de comunicación procesal’ y no medios de notificación, por lo mismo los apoderados no quedan exonerados de la vigilancia necesaria sobre los expedientes….» (CSJ STC 3 feb. 2012, Rad. 011-01734-01).
4. Además, ningún reparo hizo la reclamante a la notificación que por estado se hizo de la providencia referida, pues es claro que el ordenamiento procesal civil prevé la forma en que debe surtirse tal enteramiento y a ella deben atenerse las partes, sin perjuicio de que el Juzgado haga uso del programa virtual de gestión judicial para alimentar la base de datos de cada proceso con las actuaciones surtidas, ya que esta herramienta tecnológica aún no ha sido autorizada para sustituir los procedimientos previstos en la normatividad vigente, de modo que los sujetos intervinientes deben asumir la carga de examinar y hacer el seguimiento de rigor al respectivo expediente.
Así lo ha referido esta Sala, en un caso de similares características:
Sobre el particular se ha precisado que “[e]n esa relación funcional entre información que arroja el sistema y el contenido material de la providencia, debe operar el deber de vigilancia como complemento de la actividad judicial, pues no basta la lectura que se hace en el sistema de gestión, sino que es necesaria la consulta del expediente. Ello abonado al hecho de que no es loable ingresar a la base de datos el contenido integral de las providencias (…). (CSJ STC 3 de mar. 2009, Rad. 2009-00277-00).
Por su lado, esta Corporación, también por vía constitucional, precisó
: 
“Superado el estudio de los requisitos generales, corresponde proseguir con la revisión de las causales especiales, que para el caso se entiende se subsume en el defecto sustantivo, pues el actor lo limita a la inaplicación de los Acuerdos Nos.1591 de 2002 y PSAA06-3334 de 2006 del CSJ.

Estos acuerdos refieren la implementación y organización del sistema de información de gestión de proceso y manejo documental "Justicia XXI", útil para consignar el historial de los procesos de los juzgados, y que se estiman "mensajes de datos" de carácter oficial, según tiene decantado la doctrina constitucional
.
Las actuaciones judiciales registradas en el sistema “Justicia XXI”, no son supletivas de los medios legales de notificación, en cambio sí son mecanismos adicionales de publicidad, por eso deben ser oportunos y veraces, valga insistir, que reflejen la realidad del expediente, dado que están llamados a generar confianza legítima en los usuarios de la administración de justicia, que lo usan como medio de consulta.

En este caso, el juzgador de primer nivel entendió que el deber de vigilancia del abogado se había incumplido en cuanto omitió comparecer directamente al Despacho para verificar los estados, medio legal de notificación de la decisión que terminó por desistimiento tácito el proceso, y a decir verdad esa es la tesis de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil
 (Reiterativa de esa doctrina en esa Colegiatura) y también de la Corte Constitucional.

La esencia de la citada doctrina sostiene que esa herramienta tecnológica carece de autorización para reemplazar las formas de notificación de la normativa en vigor, por ende los intervinientes procesales deben asumir la carga de examinar los expedientes de manera física en las oficinas de los juzgados.  Esto siempre que la información no haya sido registrada en el referido sistema, contrario a lo que sucede cuando el reporte de datos es errado, en cuya hipótesis compromete los principios y derechos mencionados; distinta es la situación que aquí acontece en razón a que el Despacho ninguna información consignó.

En este asunto, entonces, ninguna expectativa se generó y ante esa falta de comunicación por vía del sistema “Justicia XXI”, el efecto de publicidad se derivó de los mecanismos ordinarios de enteramiento (Estado), que efectivamente se surtió, entonces debe predicarse suficiencia en esos medios, por ende tuvo el actor oportunidad para controvertir la decisión, si la estimaba contraria a sus intereses, cuestión diversa es que no haya atendido en debida forma su deber de vigilancia en el caso concreto, concurriendo al Despacho respectivo.

Cabe anotar que los casos analizados en los precedentes referidos atrás, correspondían a suministro de información errada, situación muy distinta a la examinada en esta ocasión.

En suma, en el sub judice, a juicio de esta Magistratura, si bien se incumplió el deber legal consistente en alimentar el sistema de información, diseñado como garantía de divulgación de las actuaciones judiciales, como se dijera ya, no se desconocieron los principios de la buena fe y confianza legítima y prevalencia de derecho sustancial de las actuaciones judiciales, de la parte actora, dado que ningún registro se hizo en el sistema, como para crear confianza legítima alguna.”




  



Puestas así las cosas, ya que el único disenso que se plantea contra las providencias apeladas es el que acaba de referirse, se confirmarán, sin lugar a imponer costas, porque no aparecen causadas. 

  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA los autos del 24 de febrero y el 11 de marzo, ambos del presente año, proferidos por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en el proceso verbal de responsabilidad civil médica que iniciaron Jhony Alejandro Giraldo Martínez y otros frente a la Clínica Santa Clara Ltda. y otros.
Sin costas.  

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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